
SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 117 / 1994, DE 25 DE ABRIL 964 

OBJETO 

PARTES 

PONENTE 

FALLO 

Recurso de amparo 2106 / 1990 contra la sentencia de la Sala 
Primera del Tribunal Supremo. Supuesta intromisión en el 
ámbito protegido por el artículo 18 CE: efectos de la revocación 
del consentimiento prestado por la recurrente. 

Doña Ana García Obregón contra don Luis Vigil García, don 
Antonio Alvarez Méndez y «Editorial Origen, S. A.». 

Excmo. Sr. D. JOSÉ GABALDÓN LóPEZ. 

Denegación del amparo solicitado. 

DISPOSICIONES LEGALES APLICADAS: 

Artículos 18.1, 20.4 y 24.1 CE y artículos 1.3 y 2.3 de la Ley 
Orgánica 1 / 1982, de 5 de mayo, de protección civil del derecho 
al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia 
imagen. 

DOCTRINA: 

En este recurso se plantea la cuestión del alcance y efectos de 
la revocación del consentimiento legitimador de la intromisión 
en el ámbito protegido por el artículo 18 de la Constitución. En 
tal sentido la infracción de las sentencias impugnadas de los 
artículos 18.1, 20.4 y 24.1 de la Constitución que la demandante 
señala, ha de reconducirse a una sola quiebra constitucional: 
la de su derecho a la propia imagen y al honor. Y ello porque, 
en primer lugar, la supuesta infracción del derecho a la tutela 
judicial efectiva carece de todo fundamento, puesto que la 
actora ha obtenido en las tres instancias judiciales sendas 
resoluciones razonadas y fundadas en Derecho, habiéndose 
dado así la satisfacción a las exigencias derivadas del derecho 
reconocido en el artículo 24.1 CE. Además, no ha expuesto las 
razones que abonan su opinión de que las sentencias impug­
nadas vulneran su derecho a la tutela judicial, de suerte que 
sólo cabe entender que los reproches a ellas dirigidos se agotan 
en el argumento de que los órganos jurisdiccionales no han 
actuado correctamente frente a la denunciada infracción del 
derecho al honor, a la intimidad y a la propia imagen. En otras 
palabras, con la invocación del artículo 24.1 CE no se denuncia 
propiamente una quiebra del derecho a la tutela judicial efectiva 
sino la reparación judicial de lo que la actora considera una 
vulneración del derecho que la Constitución reconoce en su 
artículo 18.1. 
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